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INFORME SOBRE EL ANTEPROYECTO DE LEY FORAL DE ARCHIVOS, 

GESTIÓN DE DOCUMENTOS Y PATRIMONIO DOCUMENTAL 

 

Presentado el Anteproyecto de Ley Foral de Archivos, gestión de documentos y 

patrimonio documental, se formulan las siguientes observaciones sobre el 

mismo. 

Primera. Sistema integral de información o de gestión del conocimiento 

La Ley Foral 5/2018, de 17 de mayo, de Transparencia, Acceso a la Información 

Pública y Buen Gobierno, establece en su artículo 7 el mandato a la 

Administración de la Comunidad Foral de Navarra de promover la transparencia 

a través de un sistema integral de información o de gestión del conocimiento que 

cuente con un repositorio centralizado de datos y documentos, articulado con el 

correspondiente sistema archivístico. En este sentido el anteproyecto de ley 

viene a dar respuesta al mandato estableciendo un sistema integral de 

información o de gestión del conocimiento que cuente con un repositorio 

centralizado de datos y documentos, articulado con el correspondiente sistema 

archivístico, fijando y determinando el sistema archivístico de Navarra, previendo 

la gestión integral de los documentos, determinando el ciclo de vida del 

documento así como estableciendo las medidas necesarias para el archivo 

digital seguro. 

 

Segunda. Sobre la existencia de un régimen específico de derecho de 

acceso de la información pública existente en los archivos. 

Si bien, tanto en el articulado del anteproyecto como en el documento elaborado 

por la unidad responsable de la elaboración del mismo destacando estructura y 

contenidos más relevantes, se indica que el anteproyecto se adecúa a las 

prescripciones contenidas en la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de 

Transparencia, acceso a información pública y buen gobierno y a las propias de 

la Ley Foral 5/2018, de 17 de mayo, Transparencia, acceso a información pública 

y buen gobierno, hay que destacar que en la propuesta se concreta “un 

procedimiento de acceso específico para documentación conservada en 

archivos.” 
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Apuesta por un régimen específico de acceso para documentación conservada 

en archivos que, en modo alguno, es respetuosa con las prescripciones 

contenidas en ninguno de los dos cuerpos normativos antes señalados. 

Así, resulta necesario señalar que la Disposición Adicional Séptima de la Ley 

Foral 5/2018 determina que será esta ley foral, la Ley Foral 5/2018, de 17 de 

mayo, de Transparencia, acceso a información pública y buen gobierno, la ley 

de aplicación, con carácter general, a toda la actividad relacionada con el acceso 

a la información pública de las Administraciones Públicas, instituciones públicas 

y entidades contempladas en el artículo 2 de la misma. Tampoco la Ley 19/2013, 

de 9 de diciembre prevé un régimen específico de acceso para los documentos 

conservados en los archivos. Esta cuestión ya fue objeto de discusión en el 

proceso de elaboración de la ley básica de transparencia y, hasta los máximos 

expertos en materia de archivos confirmaron la improcedencia de considerar la 

existencia de un régimen específico de acceso ni siquiera para el acceso a 

documentos históricos. 

No procede diferenciar el acceso a una determinada información pública en 

atención al centro o al tipo de archivo en el que aquella se encuentre depositada. 

Y, como se ha indicado, la Disposición Adicional Séptima determina con total 

claridad que es la Ley Foral 5/2018, de 17 de mayo, la norma que establece el 

régimen de acceso, también en el caso de los archivos y documentos.  

Resulta curioso concluir que, conforme al articulado de la propuesta, una 

determinada información pública que obra en poder de un determinado sujeto 

obligado por la ley de transparencia a hacer efectivo el derecho de acceso a la 

misma, estuviera sujeta a distintos regímenes de acceso, en razón únicamente 

al lugar en el que aquella se encuentre depositada, de manera que si se 

encuentra en las unidades administrativas resultaría aplicable la Ley Foral 

5/2018 y si aquella misma información fuera ya remitida a los archivos que 

recogen la información en su fase semiactiva o en su fase histórica, el régimen 

de acceso fuera otro, dejando sin efecto la ley foral y siendo únicamente esta 

aplicable de manera supletoria. 

El anteproyecto, además, no sólo parece pretender establecer un régimen 

específico de acceso a los documentos que se encuentren la fase semiactiva o 

de vigencia y en la fase inactiva o histórica, sino que el artículo 78.2 del 

anteproyecto determina que aquel será el que cada dentro, en el que se 

encuentre, determine o tenga establecido. 

En conclusión, la opción planteada en el anteproyecto resulta contraria a la 

necesaria unificación del régimen de acceso a la información sin diferenciar entre 

el tipo de archivo en el que se encuentra la documentación, debiéndose 

garantizar la igualdad en el acceso independientemente de la ubicación de la 

información. 
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En este sentido, cabe destacar que las leyes de nueva generación sobre 

Archivos, vienen recogiendo expresamente la unificación del régimen de acceso 

a la información, con independencia del archivo en el que se encuentre. Así cabe 

destacar el artículo 62 de la Ley 6/2023, de 30 de marzo, de Archivos y 

Documentos de la Comunidad de Madrid. En similares términos el modificado 

artículo 61 de la Ley 7/2011, de 3 de noviembre, de Documentos, Archivos y 

Patrimonio Documental de Andalucía. Ley 7/2011, de 3 de noviembre, de 

Documentos, Archivos y Patrimonio Documental de Andalucía, establece “El 

acceso a los documentos de titularidad pública y a su información se ajustará a 

lo dispuesto en la Constitución, en la Ley de Transparencia, Acceso a la 

Información Pública y Buen Gobierno, en la Ley de Transparencia Pública de 

Andalucía, en la presente ley y demás normas que resulten de aplicación.” 

Así pues, se considera que debe modificarse lo así referido en el Título IV, 

Capítulo II, de manera que se determine con total claridad que el régimen de 

acceso a los documentos de titularidad pública integrante del Patrimonio 

Documental de Navarra es el establecido en las leyes de transparencia, Ley 

Foral 5/2018, de 17 de mayo, de Transparencia, acceso a la información pública 

y buen gobierno y la Ley 19/2013, en su condición de ley básica. 

 

Tercera. Existencia o no de límites específicos al acceso a archivos y 

documentos históricos. 

Partiendo de que la Ley Foral 5/1028, de 17 de mayo resulta de aplicación al 

acceso a documentos de titularidad pública integrantes del Patrimonio 

Documental de Navarra, esta misma ley foral, en su Disposición Adicional 

Séptima, determina que en el caso de “archivos y documentos históricos”, 

además de los establecidos en la meritada Ley Foral 5/2018, se podrá estar a 

otros límites que vengan establecidos por una norma con rango de ley en razón 

de la protección de determinados intereses públicos o de la protección de datos 

de carácter personal. 

En el anteproyecto, encontramos en su artículo 79.1 que el acceso sólo se 

denegará o restringirá en los supuestos siguientes:  

“a) En el caso de documentos cuya revelación no autorizada puede causar un 

daño o perjuicio para la seguridad y defensa nacional o para la averiguación de 

los delitos, hayan sido clasificados de acuerdo a la normativa de secretos 

oficiales o en el caso de que se trate de documentación sobre la que una norma 

de rango legal haya dispuesto su carácter reservado o restringido.  

b) En el caso de documentos que contengan datos personales que puedan 

afectar a la seguridad de las personas, a su honor, a su intimidad personal y 

familiar o a su propia imagen; salvo que se cuente con el consentimiento expreso 
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de la persona a la que se refieran dichos datos o hayan transcurrido veinticinco 

años desde la fecha de su muerte o, si dicha fecha no fuera conocida, cincuenta 

años desde la fecha de producción del documento.” 

En relación al supuesto contenido en la letra b) del referido artículo 79.1 debemos 

resaltar que no distingue la naturaleza de los datos sean estos especialmente 

protegidos o no, fijando el mismo régimen en cualquiera de los casos, cuando ha 

de tenerse en cuenta de que si se trataran de datos que, conforme a lo dispuesto 

en la Ley no fuera necesario el consentimiento expreso, cabría tal y como 

determina el artículo 15 de la Ley 19/2013 proceder a la ponderación de los 

distintos derechos o intereses para decidir sobre el acceso a ese tipo de 

información. 

Del contenido relatado en el citado artículo 79.1, cabe concluir que el 

anteproyecto viene a recoger los límites que ya vienen establecidos en los 

artículos 14 y 15 de la Ley 19/2013 y en los artículos 31 y 32 de la Ley Foral 

5/2018, y por ello, parece más ajustado que la futura norma reguladora de los 

archivos, gestión de documentos y patrimonio documental de Navarra, determine 

que los límites al acceso a documentos de titularidad pública son los establecidos 

en las leyes de transparencia. 

 

Cuarta. Colaboración con otros órganos 

Destacable es también la referencia que la propuesta normativa hace a la 

necesaria colaboración entre distintos órganos en aras a facilitar y ordenar el 

acceso a los documentos de titularidad pública. Colaboración siempre necesaria 

para hacer efectivo el derecho de acceso a la información pública. 

No obstante, sin perjuicio de aquella colaboración, es preciso señalar que el 

Consejo de Transparencia de Navarra es el órgano independiente destinado a 

promover la transparencia en la Comunidad Foral de Navarra, y a quien compete 

velar por el cumplimiento de las obligaciones de publicidad activa y garantizar el 

derecho de acceso a la información pública. Corresponde a este Consejo, tal y 

como determina la Disposición Adicional séptima, en todos los casos, y 

cualquiera que sea la normativa aplicable, velar por el cumplimiento del derecho 

de acceso a la información pública y examinar las reclamaciones contra los actos 

y resoluciones que se dicten de concesión o denegación total o parcial de acceso 

a la información pública, salvo en los casos del Parlamento de Navarra, Cámara 

de Comptos, Consejo de Navarra y Defensor del Pueblo de Navarra. 

El artículo 45 de la Ley Foral 5/2018, establece que la reclamación podrá 

interponerse frente a toda resolución expresa o presunta en materia de acceso, 

sin distinguir materias generales y materias de regulación específica, y para 

ejercer el control de legalidad de la actuación, el Consejo al resolver las 
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reclamaciones debe atender y estar exclusivamente a las determinaciones 

legales contenidas en la legislación de transparencia, y, en su caso, a las 

particulares condiciones o limitaciones establecidas en la legislación sectorial. 

En modo alguno, a un régimen específico de acceso alternativo al general de la 

legislación de transparencia que resulte del desarrollo, en este caso, de la futura 

Ley Foral de Archivos. 

Por tanto, la colaboración prevista en la propuesta, no puede suponer la 

dependencia o el menoscabo de las competencias del Consejo de Transparencia 

de Navarra en esta materia tal y como cabría deducirse de las funciones 

atribuidas a la Comisión de Evaluación Documental y Acceso, en el artículo 26.2. 

c) . Así, la propuesta normativa determina que aquella Comisión emitirá 

“…dictamen preceptivo y vinculante sobre las condiciones y plazos generales 

de acceso a los documentos de titularidad de la Administración de la Comunidad 

Foral de Navarra y su sector público institucional, así como, en su caso, de las 

demás administraciones públicas de navarra, conforme a la información 

contenida en ellos, sus características y naturaleza.” 

Este artículo parece pretender el desplazamiento del Consejo de Transparencia 

de Navarra de su papel fundamental de garante del derecho de acceso a la 

información pública, al residenciar en la Comisión de Evaluación Documental y 

Acceso la capacidad de determinar con carácter vinculante el criterio general de 

acceso a los documentos de titularidad pública de todas las administraciones 

públicas de Navarra, dejando en poder de un órgano adscrito a un sujeto 

obligado, la capacidad de determinar y de hacerlo de manera vinculante, los 

criterios de acceso a los documentos de titularidad pública, obviando o alterando 

de manera grave las prescripciones de la Ley Foral 5/2018, de 17 de mayo y 

también las prescripciones de la legislación básica en materia de transparencia, 

acceso a la información pública y buen gobierno. Corresponde al Consejo de 

Transparencia de Navarra, velar por el efectivo ejercicio de derecho de acceso 

a la información pública, como órgano independiente que, como ya se ha 

indicado, en modo alguno puede quedar supeditado a los informes vinculantes 

que un órgano adscrito a un sujeto obligado por la Ley Foral de Transparencia 

pudiera acordar. 

Por ello se propone que se modifique el artículo citado de manera que se indique 

que la Comisión de Evaluación Documental y Acceso tiene como función emitir 

informes o establecer criterios generales de acceso si bien, indique 

expresamente, que lo hará de acuerdo con las resoluciones y acuerdos 

aprobados por el Consejo de Transparencia de Navarra. 
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Quinta. Informe previo por el Consejo de Transparencia de Navarra. 

De conformidad con lo establecido en el artículo 64.c) de la Ley Foral 5/2018, de 

17 de mayo, de Transparencia, acceso a información pública y buen gobierno, el 

anteproyecto de ley foral de Archivos, gestión documental y patrimonio 

documental deberá ser sometido a informe del Consejo de Transparencia de 

Navarra por tratarse de un proyecto normativo relacionado con la transparencia 

y específicamente con el efectivo ejercicio del derecho de acceso a la 

información pública. 

 

Es cuanto se informa desde el Servicio de Gobierno Abierto y Atención a la 

Ciudadanía. 

Pamplona, 11 de abril de 2025 

 

 

 

Itziar Ayerdi Fernández de Barrena 

Directora del Servicio de Gobierno Abierto y Atención a la Ciudadanía 
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